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EL SUPREMO DA LA RAZÓN AL COLEGIO 
DE CÁDIZ –Y A SU PRESIDENTE– 
ANULANDO LAS ELECCIONES DEL 
CONSEJO GENERAL DE 16 DE DICIEMBRE 
DE 2002

El 24 de septiembre de 2008, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Supremo dictó sentencia desestimando el recurso extraordinario de revisión nº 
681/2005, interpuesto por el CONSEJO GENERAL DE COLEGIOS OFICIALES DE GRA-

DUADOS SOCIALES DE ESPAÑA, contra la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid de 22 de septiembre de 2005, por la que se estimó el recurso del Colegio de Gra-
duados Sociales de Cádiz y su Presidente –José Blas Fernández Sánchez– y otros colegios, 
contra el proceso electoral y las elecciones celebradas el 16 de diciembre de 2002, para la 
Presidencia, Vicepresidencia y Vocales de dicho Consejo General.

En las mencionadas elecciones del Consejo General se presentó a la reelección nuestro 
Presidente, José Blas Fernández, quien las impugnó junto a nuestro Colegio de Cádiz-
Ceuta por entender que el procedimiento electoral seguido había vulnerado los precep-
tos legales de éste; situación que el TSJ de Madrid le dio la razón el 22 de septiembre de 
2005, anulando dicho proceso. Contra esta sentencia del TSJ de Madrid recurrió de nuevo 
el Consejo General ante el Tribunal Supremo, el cual ha desestimado dicho recurso –con 
condena en costas al mencionado Consejo General– el pasado 24 de septiembre.

Nos alegramos de este nuevo logro judicial de nuestro Colegio y su Presidente. Sólo queda 
pendiente de resolver el recurso de casación interpuesto ante la misma Sala del Tribunal 
Supremo contra la desestimación de la ejecución de la citada sentencia del TSJ de Madrid, 
por lo que esperamos que –una vez que se dicte esta nueva resolución, que deberá ir en 
armonía con el Fundamento Tercero de la mencionada sentencia– procederá a la nulidad 
de todo el proceso electoral, total y no parcial, como pretendía el Consejo General.

Para conocimiento de todos, en nuestra web se encuentra disponible el texto de la referida sen-
tencia del Supremo, de 24 de septiembre de 2008, contra la que no cabe ya recurso alguno.
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LOS AUTÓNOMOS CAEN EN PICADO  
Por José Blas Fernández Sánchez

Entre 1995 y 2007, el mundo del trabajo 
autónomo creció de forma imparable 
gracias a los pequeños empresarios, pro-

fesionales libres, socios de las mercantiles, 
familiares –y un largo etcétera de pymes– que 
fueron incrementando el número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social. Por aquel entonces, 
al mismo tiempo que aumentaba el empleo 
por cuenta ajena, los trabajadores autónomos 
también iban buscando su propio espacio en 
actividades como la construcción, los servicios, el comercio 
o el transporte, sin olvidar la hostelería que también tuvo un 
importante incremento entre 2003 y 2007.

Ese crecimiento paulatino –pero seguro– del trabajador autónomo quedó roto cuando 
las Cortes Generales pusieron en el BOE la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del 
Trabajo Autónomo; algo que prometieron todos los partidos políticos en su campaña de 
2004 y que cada uno –a su manera– apoyó en el trámite parlamentario, mirando princi-
palmente la figura del “falso autónomo” que estaba dando quehacer por la controvertida 
relación laboral en la que los Tribunales de lo Social venían apostillando.

Transcurrido más de un año y, a pesar de la obligación de que el Estatuto debería haber 
tomado “cuerpo” en este tiempo, contemplamos que, en estos momentos, no se ha 
hecho nada y que de hacerse –con la actual crisis– se desbordarían aún más las arcas 
del Estado; por lo que aquella promesa del desempleo para estos trabajadores hoy es 
una falacia, pues ¿qué sería si a esa altísima tasa de desempleo del trabajador por cuenta 
ajena, le tuviéramos que agregar los miles de autónomos que están cerrando su activi-
dad? Una colectividad que está en vertiginosa caída en picado y que ha sustentado a 
miles de trabajadores por cuenta ajena, siendo el verdadero motor de la economía. No 
sólo crecieron ellos sino que también hicieron crecer –de tal manera– su propio campo 
en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos que llegaron a estar afiliados más 
de 3.000.000 a la Seguridad Social, con pensiones –muchos de ellos– por debajo de la de 
sus propios trabajadores, al no estar regulados por ningún convenio colectivo.

La caída imparable en el sector de la construcción ha hecho que, como en las fichas 
del dominó, todos los sectores estén disminuyendo su permanencia en el mundo 
del trabajo; es decir, hay datos palpables de que a diario –incluidos los trabajadores 
autónomos agrarios– están desapareciendo más de 150 de estos autónomos.

Hasta aquí, vemos como el mundo del trabajador autónomo sigue siendo el her-
mano pobre de los distintos regímenes de la Seguridad Social pero, lo que no se 
comprende es cómo una Ley aprobada en julio del pasado 2007, no despejó las dudas 
que les atenazaban y recomienda que se contraten a los autónomos por escrito, pues 
la figura del TRADE (Trabajador Autónomo Económicamente Dependiente, que recibe 
al menos un 75% de sus ingresos de una sola empresa) aún no está ni desarrollada ni 
actualizada en el actual mundo laboral. Es más, en estos momentos de crisis, las propias 
empresas desearían poner en marcha esta figura, pues todos sabemos cómo trabajan 
los autónomos: ni horario ni fecha de calendario, pero el actual Ejecutivo no atisba qué 
puede ocurrir para dar seguridad jurídica a quienes contrata a éstos.

El autónomo está totalmente desprotegido. Se habla de ayudas, programas de acom-
pañamiento, apoyo al inicio de una actividad económica y un sinfín de frases huecas 
que –en plena crisis económica– sólo hacen que éstos desaparezcan y, lo que es peor, 
pagando hipotecas, gastos generales, financiación y proveedores y, además, sin un triste 
mes de desempleo que llevarse a la boca. 
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Cuotas indebidas
Por Enrique García Tomás

La prestación contributiva por desempleo lleva 
aparejada la cotización a la Seguridad Social por 
una base equivalente al promedio de los 180 días 

anteriores al inicio de la prestación. Sin embargo, al 
finalizar la misma, si el trabajador pasa a cobrar alguna de las 
clases de subsidio no contributivo, la base de cotización que 
a efectos de prestaciones se le computa es la mínima vigente 
en cada momento. Salvo que el subsidio asistencial sea el 
correspondiente a los mayores de 52, para el que desde el 
día primero del año en curso se ha establecido como base de 
cotización el 125% de la mínima.

Eso conlleva una disminución de las cuotas que han de pagar 
los preceptores del citado subsidio que para asegurarse una 
cotización mayor tienen suscrito un convenio especial con la 
Seguridad Social. Porque como este colectivo, a diferencia del resto, tiene 
reducida la cotización para la jubilación en la cuantía de la base mínima cuya cuota es 
aportada por el SPEE, al haber aumentado considerablemente esa base, la diferencia 
entre ella y la elegida –normalmente la que tenían durante el desempleo contributivo– 
es menor.

Pero se da la circunstancia de que las cuotas se pagan mediante un recibo emitido por 
la Tesorería de la Seguridad Social y como la norma se publicó después de haberse cur-
sado el del mes de enero, éste fue sin la cuota a deducir actualizada; es decir con 699,90 
euros de reducción, en lugar de 874,87 euros. Por lo que los interesados pagaron 39,61 
euros de más. Cuantía que pueden recuperar presentando ante la citada Tesorería la 
correspondiente solicitud de devolución de cuotas.

Con motivo del próximo bicentenario de las Cortes de Cádiz, Óscar Arias –Presidente 
de la República de Costa Rica y uno de los políticos de mayor prestigio del mundo, 
lo que le valió el Premio Nóbel de la Paz y el Príncipe de Asturias de Cooperación 

Internacional– visitó la ciudad de Cádiz el pasado 9 de septiembre y celebró importantes 
actos con las autoridades, municipales y autonómicas, con el objetivo de preparar diversos 
eventos de cara al 2012, año en que Cádiz será capital Iberoamericana de la Cultura.

José Blas Fernández tuvo el privilegio de reunirse con el Presidente costarricense, diver-
sos ministros que lo acompañaban y el Presidente de su Asamblea Legislativa –Francisco 
Antonio Pacheco Fernández– a quienes planteó la firma de determinados convenios, con 
nuestro Colegio, para llevar a cabo jornadas y eventos sobre las relaciones laborales de los 
diversos países iberoamericanos como importante intercambio para conocer el Derecho 
Comparado de nuestra profesión en aquellos países.

Nuestra profesión será un referente para la realización de jornadas, seminarios, foros y 
cursos, bajo la tutela de la XXII Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Go-
bierno, así como de la Cumbre de Tribunales de Justicia y Supremos, que se celebrarán 
en Cádiz en 2012 aspectos muy importantes para nuestra profesión y que nuestro Presi-
dente está negociando en estos momentos, a través de la Embajada de Costa Rica, para 
organizar el programa y celebrarlo en 2012.

Jornada sobre “reestructuración de 
plantillas: análisis práctico del despido”

INTENSA LABOR DE COLABORACIÓN CON COSTA RICA
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el manifiesto de los persas

Ya sabemos que durante la “ausencia y cautividad” de Fernando VII, las Cortes Ge-
nerales reunidas en Cádiz el 19 de marzo de 1812 –día de San José– decretaron la 
Constitución Política de la Monarquía Española “para el buen gobierno y recta admi-

nistración del Estado”.
 “La Pepa”, como se la conoce popularmente desde entonces, se inspiró en los textos 
constitucionales de EE.UU. (1787) y Francia (1791), proclamando la libertad individual, la 
separación de poderes y la soberanía nacional, en oposición al absolutismo de la época; 
estableció “una monarquía moderada hereditaria”, de confesión “católica, apostólica, roma-
na” y una sola Cámara –las Cortes– que debía “renovarse en su totalidad cada dos años” 
siguiendo un complicado sistema de elección mediante juntas electorales de parroquia, 
partido y provincia que la Constitución reguló profusamente a lo largo de 69 artículos.
De los 315 artículos restantes –es la más extensa de nuestra historia– podemos destacar, 
entre otras cuestiones, el reconocimiento de los fueros castrense y eclesiástico; la creación 
de un Supremo Tribunal de Justicia; la prohibición de ejercer cualquier otra religión que 
no fuese la católica; la libertad de escribir, imprimir y publicar sin necesidad de licencia o 
el Derecho del reo a que se le manifestase, en el plazo de 24 horas, la causa de su prisión 
y el nombre de su acusador.
Por avatares de la historia, la Constitución “doceañera” estuvo vigente durante tres épocas 
distintas:

• Entre 1812 y 1814, cuando Fernando VII retomó el absolutismo;
• De 1820 a 1823, en el Trienio Liberal; y
• De 1836 a 1837, mientras se redactaba un nuevo texto constitucional.

Entre los dos primeros periodos de vigencia, se produjo una curiosa anécdota con los 
defensores de la monarquía absoluta.
Cuando el rey regresó a España de su exilio en Valençay (Francia) para recuperar el trono, 
“algunos diputados a las Cortes ordinarias” –encabezados por Bernardo Mozo de Rosa-
les– firmaron un manifiesto, el 12 de abril de 1814, en el que pedían a Fernando VII que 
aboliera “esa Constitución de Cádiz” a la que estimaban “sin valor” por no estar “aprobada 
por Vuestra Majestad”. Como el documento comenzaba refiriéndose a la “costumbre de los 
antiguos persas” de “pasar cinco días en anarquía después del fallecimiento de su Rey a fin 
de que la experiencia de los asesinatos, robos y otras desgracias les obligasen a ser más fieles 
a su sucesor” (anarquía que identificaban con el liberalismo que imperaba en aquel mo-
mento), el texto entró a formar parte de nuestra Historia con el curioso sobrenombre de 
“El Manifiesto de los Persas”.
Pocos días más tarde, el 4 de mayo, el monarca declaró nulas y sin ningún valor ni efecto 
tanto la Constitución de 1812 como toda la legislación que se había aprobado en Cádiz, 
restableciendo el régimen absolutista. Mozo de Rosales logró el favor real, se convirtió 
en Marqués de Mataflorida y fue nombrado ministro de Gracia y Justicia; pero ocho años 
más tarde, cambiaron las tornas y, tras el pronunciamiento de Rafael de Riego en Cabezas 
de San Juan (Sevilla), el 10 de marzo de 1820 Fernando VII juró aquella “Constitución que 
entre el estruendo de armas hostiles fue promulgada en Cádiz” declarando ser “siempre su 
más firme apoyo”.
Finalmente, su apoyo duró tan sólo tres años –durante el Trienio Liberal (1820/1823)– pero, 
en ese breve periodo de tiempo, las Cortes se plantearon cómo castigar a los firmantes 
de aquel Manifiesto de los Persas –muchos de los cuales ya habían huido a Francia– por 
considerarlos traidores.
Se dice que entonces, un diputado propuso enviarlos a casa y que, ante la protesta del 
resto de la Cámara, que consideraba muy leve aquella pena, el parlamentario insistió en 
que se les enviara a casa, para siempre, con el siguiente razonamiento:“¿No son persas? 
¡Pues, a Persia con ellos! ¡Y que nunca vuelvan a España!”.

EL GOBIERNO PUBLICA UN INFORME 
SOBRE EL LIBRE ACCESO Y EJERCICIO 
DE LAS ACTIVIDADES DE SERVICIOS 

Los objetivos del Anteproyecto de Ley sobre el libre acceso y ejercicio de las 
actividades de servicios son promover la creación de empleo, introducir más 
competencia, reducir el diferencial de inflación y favorecer el espíritu emprendedor. 

Como principio general, el ejercicio de una actividad de servicios no estará sujeto a 
autorización previa, sino a control a posteriori, lo que reducirá los trámites, el tiempo 
y el coste de iniciar un negocio con ganancias de eficiencia, productividad y empleo. 
Se refuerzan los derechos y garantías de los consumidores, pues dispondrán de más 
información sobre el prestador y sus servicios, y se reduce a un mes el plazo máximo para 
dar respuesta a las reclamaciones presentadas. Se pondrá en marcha una ventanilla única, 
donde se podrán realizar por vía telemática todos los trámites administrativos (europeos, 
nacionales, autonómicos y locales), para desarrollar la actividad de servicios en cualquier 
país de la Unión Europea.
 
El Consejo de Ministros ha recibido un informe del Vicepresidente Segundo y Ministro 
de Economía y Hacienda sobre el Anteproyecto de Ley sobre el libre acceso y ejercicio 
de las actividades de servicios que se someterá a audiencia pública y será remitido a 
las Comunidades Autónomas, a los órganos consultivos (Consejo de Consumidores y 
Usuarios, Comisión Nacional de Competencia, Comisión Nacional de Administración Local 
y Consejo Económico y Social) y al Consejo de Estado.
  
Esta norma supone la trasposición de la Directiva de Servicios al ordenamiento jurídico 
español. Se trata de una trasposición ambiciosa, gracias a la cual se impulsará la creación 
de empresas, la competencia y la internacionalización de las pequeñas y medianas 
empresas españolas en el sector servicios.
 
Afectadas prácticamente todas las actividades de servicios
Esta norma será de aplicación a prácticamente todas las actividades de servicios. Sólo 
se excluirán, tal y como establece la Directiva, los servicios financieros, comunicaciones 
electrónicas, transporte y servicios portuarios, empresas de trabajo temporal, servicios 
sanitarios y audiovisuales, determinadas actividades de juego, las actividades vinculadas 
al ejercicio de la autoridad pública, los servicios sociales prestados en virtud de acuerdo 
con la Administración o los servicios de seguridad privados. 
 
La futura ley establecerá criterios comunes para todas las Administraciones Públicas, con 
el objetivo de servir de guía a todas ellas a la hora de establecer su regulación, bajo los 
principios de necesidad, proporcionalidad y no discriminación. 
 
Entre las principales novedades, y como criterio general, propone eliminar los procesos 
de autorización previa y, cuando sea necesario, sustituirlas por notificaciones posteriores 
o declaraciones para su seguimiento por las autoridades competentes, y en las 
que el prestador de servicios se responsabilice del cumplimiento de los requisitos 
necesarios para el correcto funcionamiento de su actividad. Se garantiza la calidad de 
las prestaciones a través de los servicios de inspección y control a posteriori, que se 
refuerzan con esta norma.
 
Sólo podrán exigirse requisitos a la libre prestación de servicios cuando estén debidamente 
justificados por razones de salud pública, de protección del medio ambiente, de orden 
público o de seguridad pública; sean proporcionados y no sean discriminatorios por 
razón de nacionalidad o domicilio social. 
 
Simplificación administrativa 
Con todo ello, se avanzará notablemente en la simplificación administrativa, eliminando 
todos los trámites que no sean necesarios y optando por las alternativas que sean menos 
gravosas para el ciudadano; por ejemplo, facilitando la tramitación por vía telemática y 
a distancia. Para ello, se creará una ventanilla única, donde se podrán realizar de manera 
ágil todos los trámites administrativos -europeos, nacionales, autonómicos y locales- para 
poder desarrollar la actividad de servicios en cualquier país europeo.
 
También se reforzarán los derechos y garantías de los consumidores, ya que se impondrán 
mayores obligaciones de información sobre el prestador y sus servicios. Además, se 
establece la obligatoriedad de dar respuesta a las reclamaciones en el plazo de un mes, a 
partir de la fecha en que hayan sido formuladas.
 
Por último, es preciso destacar que este borrador de anteproyecto refuerza los 
mecanismos de cooperación entre las autoridades españolas y las del resto de los 
Estados miembros. Las Administraciones de todos los países de la Unión Europea 
deberán cooperar a efectos de información, control, inspección e investigación sobre 
los prestadores de servicios establecidos en su territorio, así como con la Comisión 
Europea. 
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Por Carlos Pérez Vaquero

HECHOS GADITANOS

Amplio alcance 
El alcance de este borrador de Anteproyecto de Ley es muy amplio, ya que se han 
identificado, al menos, siete mil procedimientos o disposiciones normativas que deberán 
revisarse a luz de esta nueva regulación y garantizar así su adecuación a los principios de 
esta normativa. El Ministerio de Economía y Hacienda elaborará, en el marco del grupo 
de trabajo para la transposición de la Directiva de Servicios, en el que participan el resto 
de los Ministerios, una propuesta de modificación de la normativa estatal de rango legal 
dirigida a garantizar el principio de libre acceso y ejercicio de las actividades del sector 
servicios. En ella se introducirán los cambios normativos necesarios para la supresión o 
adaptación de cualquier régimen de autorización, traba o requisito que limite o restrinja 
la realización de una actividad de servicios, y se fomente la mejora regulatoria.
 
En el enlace http://www.graduadosocialcadiz.com/_documentos/Actividadesdeservicios.pdf 
puedes consultar cuanto te participamos que creemos que es de suma importancia 
para nuestra profesión y con esta fecha vamos a entablar conversaciones con el Consejo 
Consultivo de Andalucía, el cual dará su informe al respecto.

El CGPJ y los jueces decanos acogen a 
los graduados sociales

Del 5 al 8 de octubre se han celebrado las XVIII Jornadas de Jueces Decanos 
de España en el Parador Hotel-Atlántico de Cádiz, bajo la coordinación de la 
Magistrada-Juez Decana de Cádiz, Nuria Orellana Cano; un evento que tuvo un 

gran éxito y una notable repercusión en toda España, donde este colectivo representa a 
más de 2.500 jueces.

En la apertura de las sesiones formativas estuvieron presentes: el Vicepresidente del Con-
sejo General del Poder Judicial, Fernando de Rosa Torner; los vocales del CGPJ, Miguel Car-
mona Ruano y Antonio Dorado Picón; el Presidente de la Audiencia Provincial de Cádiz, 
Lorenzo del Río Fernández; el Secretario General para la Justicia de la Junta de Andalucía, 
Pedro Izquierdo Martín; y nuestro Presidente, José Blas Fernández Sánchez.

Los diversos ponentes desarrollaron cuestiones de tanta actualidad como la nueva oficina 
judicial, la homogeneización de los servicios comunes, el uso de las nuevas tecnologías 
en la Administración de Justicia, las retribuciones de la judicatura y un análisis del cumpli-
miento de los acuerdos adoptados en el anterior encuentro celebrado en Bilbao.

Con independencia de la magnífica organización que llevó a cabo el CGPJ y, en especial, la 
magistrada Orellana Cano –a quien reiteramos nuestra más sincera enhorabuena– nues-
tro colectivo ha participado intensamente en los actos más importantes de las jornadas; 
en concreto, José Blas Fernández tuvo ocasión de exponer, tanto al Vicepresidente del 
Consejo como a los vocales asistentes, las distintas inquietudes por las que atraviesa 
este colectivo profesional: nuestra figura procesal, el recurso de suplicación y la deseada 
modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial para un mejor desenvolvimiento de la 
Justicia y de sus operadores jurídicos.

Portal Asesor: Nuevo entorno de 
comunicación para el asesor

Los profesionales del asesoramiento han experimentado en los últimos años grandes 
cambios en la forma de gestionar su negocio. La informática y las nuevas tecnologías 
han revolucionado un sector en el que no hace tanto tiempo la materia prima princi-

pal era lápiz y papel. Hoy el panorama ha cambiado mucho gracias a herramientas como 
Internet. En este sentido, A3 Software, división de software del grupo Wolters Kluwer y 
especialista en el desarrollo de soluciones para despachos profesionales en los ámbitos 
fiscal, laboral y contable, ha lanzado una nueva solución web para profesionales del aseso-
ramiento: Portal Asesor, herramienta que permite al asesor mantener una comunicación 
personalizada e interactiva con sus clientes, ahorrando al despacho tiempo y costes en 
todos los trámites. 

A través del Portal, el asesor responde a las consultas de sus clientes, cuelga documentos 
personalizados para cada uno de ellos y decide a qué información pueden tener acceso. 
Puesto que el Portal está integrado con los programas de Nómina y Contabilidad se 
puede facilitar a los clientes las nóminas del mes, remesas bancarias, balances del trimes-
tre u otros documentos de Office.

• Por su parte, los clientes del despacho profesional acceden al Portal con un códi-
go y password personalizados para realizar solicitudes diversas al asesor (altas de 
trabajadores, partes de accidente, incidencias) y consultar y descargar documentos 
relacionados con su negocio. 

• La confidencialidad en la comunicación está garantizada, así como el hospedaje de 
la información.

• El Portal cuenta también con un potente sistema de avisos y notificaciones auto-
máticas por e-mail cada vez que se publican nuevos documentos en el Portal o los 
clientes cursan nuevas solicitudes.

• Además, Portal Asesor se puede integrar en la web del despacho o, si éste carece de 
ella, permite crear una página propia y funcional desde el primer día.

•	Otros atributos muy apreciados son su facilidad de uso y un diseño intuitivo que 
permite al asesor incluso personalizarlo con los logotipos de su despacho y los de 
sus clientes.

Cada vez son más los profesionales del asesoramiento que recurren a este tipo de 
soluciones y aprovechan las ventajas de las nuevas tecnologías para rentabilizar su 
tiempo y dedicarse a las funciones más valoradas de su labor: escuchar a sus clientes y 
asesorarles. 
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Supremo dictó sentencia desestimando el recurso extraordinario de revisión nº 
681/2005, interpuesto por el CONSEJO GENERAL DE COLEGIOS OFICIALES DE GRA-

DUADOS SOCIALES DE ESPAÑA, contra la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid de 22 de septiembre de 2005, por la que se estimó el recurso del Colegio de Gra-
duados Sociales de Cádiz y su Presidente –José Blas Fernández Sánchez– y otros colegios, 
contra el proceso electoral y las elecciones celebradas el 16 de diciembre de 2002, para la 
Presidencia, Vicepresidencia y Vocales de dicho Consejo General.

En las mencionadas elecciones del Consejo General se presentó a la reelección nuestro 
Presidente, José Blas Fernández, quien las impugnó junto a nuestro Colegio de Cádiz-
Ceuta por entender que el procedimiento electoral seguido había vulnerado los precep-
tos legales de éste; situación que el TSJ de Madrid le dio la razón el 22 de septiembre de 
2005, anulando dicho proceso. Contra esta sentencia del TSJ de Madrid recurrió de nuevo 
el Consejo General ante el Tribunal Supremo, el cual ha desestimado dicho recurso –con 
condena en costas al mencionado Consejo General– el pasado 24 de septiembre.

Nos alegramos de este nuevo logro judicial de nuestro Colegio y su Presidente. Sólo queda 
pendiente de resolver el recurso de casación interpuesto ante la misma Sala del Tribunal 
Supremo contra la desestimación de la ejecución de la citada sentencia del TSJ de Madrid, 
por lo que esperamos que –una vez que se dicte esta nueva resolución, que deberá ir en 
armonía con el Fundamento Tercero de la mencionada sentencia– procederá a la nulidad 
de todo el proceso electoral, total y no parcial, como pretendía el Consejo General.

Para conocimiento de todos, en nuestra web se encuentra disponible el texto de la referida sen-
tencia del Supremo, de 24 de septiembre de 2008, contra la que no cabe ya recurso alguno.
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LOS AUTÓNOMOS CAEN EN PICADO  
Por José Blas Fernández Sánchez

Entre 1995 y 2007, el mundo del trabajo 
autónomo creció de forma imparable 
gracias a los pequeños empresarios, pro-

fesionales libres, socios de las mercantiles, 
familiares –y un largo etcétera de pymes– que 
fueron incrementando el número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social. Por aquel entonces, 
al mismo tiempo que aumentaba el empleo 
por cuenta ajena, los trabajadores autónomos 
también iban buscando su propio espacio en 
actividades como la construcción, los servicios, el comercio 
o el transporte, sin olvidar la hostelería que también tuvo un 
importante incremento entre 2003 y 2007.

Ese crecimiento paulatino –pero seguro– del trabajador autónomo quedó roto cuando 
las Cortes Generales pusieron en el BOE la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del 
Trabajo Autónomo; algo que prometieron todos los partidos políticos en su campaña de 
2004 y que cada uno –a su manera– apoyó en el trámite parlamentario, mirando princi-
palmente la figura del “falso autónomo” que estaba dando quehacer por la controvertida 
relación laboral en la que los Tribunales de lo Social venían apostillando.

Transcurrido más de un año y, a pesar de la obligación de que el Estatuto debería haber 
tomado “cuerpo” en este tiempo, contemplamos que, en estos momentos, no se ha 
hecho nada y que de hacerse –con la actual crisis– se desbordarían aún más las arcas 
del Estado; por lo que aquella promesa del desempleo para estos trabajadores hoy es 
una falacia, pues ¿qué sería si a esa altísima tasa de desempleo del trabajador por cuenta 
ajena, le tuviéramos que agregar los miles de autónomos que están cerrando su activi-
dad? Una colectividad que está en vertiginosa caída en picado y que ha sustentado a 
miles de trabajadores por cuenta ajena, siendo el verdadero motor de la economía. No 
sólo crecieron ellos sino que también hicieron crecer –de tal manera– su propio campo 
en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos que llegaron a estar afiliados más 
de 3.000.000 a la Seguridad Social, con pensiones –muchos de ellos– por debajo de la de 
sus propios trabajadores, al no estar regulados por ningún convenio colectivo.

La caída imparable en el sector de la construcción ha hecho que, como en las fichas 
del dominó, todos los sectores estén disminuyendo su permanencia en el mundo 
del trabajo; es decir, hay datos palpables de que a diario –incluidos los trabajadores 
autónomos agrarios– están desapareciendo más de 150 de estos autónomos.

Hasta aquí, vemos como el mundo del trabajador autónomo sigue siendo el her-
mano pobre de los distintos regímenes de la Seguridad Social pero, lo que no se 
comprende es cómo una Ley aprobada en julio del pasado 2007, no despejó las dudas 
que les atenazaban y recomienda que se contraten a los autónomos por escrito, pues 
la figura del TRADE (Trabajador Autónomo Económicamente Dependiente, que recibe 
al menos un 75% de sus ingresos de una sola empresa) aún no está ni desarrollada ni 
actualizada en el actual mundo laboral. Es más, en estos momentos de crisis, las propias 
empresas desearían poner en marcha esta figura, pues todos sabemos cómo trabajan 
los autónomos: ni horario ni fecha de calendario, pero el actual Ejecutivo no atisba qué 
puede ocurrir para dar seguridad jurídica a quienes contrata a éstos.

El autónomo está totalmente desprotegido. Se habla de ayudas, programas de acom-
pañamiento, apoyo al inicio de una actividad económica y un sinfín de frases huecas 
que –en plena crisis económica– sólo hacen que éstos desaparezcan y, lo que es peor, 
pagando hipotecas, gastos generales, financiación y proveedores y, además, sin un triste 
mes de desempleo que llevarse a la boca. 
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Cuotas indebidas
Por Enrique García Tomás

La prestación contributiva por desempleo lleva 
aparejada la cotización a la Seguridad Social por 
una base equivalente al promedio de los 180 días 

anteriores al inicio de la prestación. Sin embargo, al 
finalizar la misma, si el trabajador pasa a cobrar alguna de las 
clases de subsidio no contributivo, la base de cotización que 
a efectos de prestaciones se le computa es la mínima vigente 
en cada momento. Salvo que el subsidio asistencial sea el 
correspondiente a los mayores de 52, para el que desde el 
día primero del año en curso se ha establecido como base de 
cotización el 125% de la mínima.

Eso conlleva una disminución de las cuotas que han de pagar 
los preceptores del citado subsidio que para asegurarse una 
cotización mayor tienen suscrito un convenio especial con la 
Seguridad Social. Porque como este colectivo, a diferencia del resto, tiene 
reducida la cotización para la jubilación en la cuantía de la base mínima cuya cuota es 
aportada por el SPEE, al haber aumentado considerablemente esa base, la diferencia 
entre ella y la elegida –normalmente la que tenían durante el desempleo contributivo– 
es menor.

Pero se da la circunstancia de que las cuotas se pagan mediante un recibo emitido por 
la Tesorería de la Seguridad Social y como la norma se publicó después de haberse cur-
sado el del mes de enero, éste fue sin la cuota a deducir actualizada; es decir con 699,90 
euros de reducción, en lugar de 874,87 euros. Por lo que los interesados pagaron 39,61 
euros de más. Cuantía que pueden recuperar presentando ante la citada Tesorería la 
correspondiente solicitud de devolución de cuotas.

Con motivo del próximo bicentenario de las Cortes de Cádiz, Óscar Arias –Presidente 
de la República de Costa Rica y uno de los políticos de mayor prestigio del mundo, 
lo que le valió el Premio Nóbel de la Paz y el Príncipe de Asturias de Cooperación 

Internacional– visitó la ciudad de Cádiz el pasado 9 de septiembre y celebró importantes 
actos con las autoridades, municipales y autonómicas, con el objetivo de preparar diversos 
eventos de cara al 2012, año en que Cádiz será capital Iberoamericana de la Cultura.

José Blas Fernández tuvo el privilegio de reunirse con el Presidente costarricense, diver-
sos ministros que lo acompañaban y el Presidente de su Asamblea Legislativa –Francisco 
Antonio Pacheco Fernández– a quienes planteó la firma de determinados convenios, con 
nuestro Colegio, para llevar a cabo jornadas y eventos sobre las relaciones laborales de los 
diversos países iberoamericanos como importante intercambio para conocer el Derecho 
Comparado de nuestra profesión en aquellos países.

Nuestra profesión será un referente para la realización de jornadas, seminarios, foros y 
cursos, bajo la tutela de la XXII Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Go-
bierno, así como de la Cumbre de Tribunales de Justicia y Supremos, que se celebrarán 
en Cádiz en 2012 aspectos muy importantes para nuestra profesión y que nuestro Presi-
dente está negociando en estos momentos, a través de la Embajada de Costa Rica, para 
organizar el programa y celebrarlo en 2012.

Jornada sobre “reestructuración de 
plantillas: análisis práctico del despido”

INTENSA LABOR DE COLABORACIÓN CON COSTA RICA


